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Ref.
ACCIÓN DE TUTELA
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Representante legal
· DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA - DAFP
Representante  Legal

· PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

CUPERTINO GARAY, mayor de edad y residente en XXXX, ciudadano colombiano,  identificado con la cédula de ciudadanía No. XXXXXX  expedida en XXXX, actuando en nombre propio,  por medio de este escrito, respetuosamente presento a Usted acción de tutela para la protección de mis derechos fundamentales al debido proceso, confianza legítima y cualquiera otro, que del estudio del circunstancias fácticas, el despacho encuentre vulnerado.
HECHOS


1. Soy funcionario del Servicio Nacional de Aprendizaje- SENA y en esa condición desempeño mis funciones en XXXXXX. El 28 de enero de 2016 el SENA expidió la Circular No. 2-2016-00020 suscrita por el Secretario General de la entidad, doctor Milton Núñez Paz, dirigida a todos los servidores públicos en la cual se nos autoriza a realizar compensación anticipada de tiempo de servicio con el fin de poder disfrutar en familia los días hábiles de Semana santa, 22 y 23 de marzo, sin afectar la prestación de servicios a nuestro cargo.

2. Confiando fundadamente en la  autorización mencionada, impartida por el SENA,  gran cantidad de servidores públicos decidimos acogernos al régimen de compensación allí establecido; en mi caso particular las 17 horas laborables a compensar las adelanté de la siguiente manera: (explique en qué forma compensó las 17 horas concretamente). En consecuencia, a la fecha, compensé satisfactoriamente las horas que me dan derecho a disfrutar en familia los días 22 y 23 de marzo de 2016.

3. Adicionalmente, también como consecuencia de la confianza depositada en la circular impartida por la institución y atendiendo al principio de buenas fe que rige las actuaciones de los servidores públicos y los particulares, procedí a programar  una seria de actividades concretas para disfrutar los días cuya compensación se autorizó: (Detalladamente con fechas, explique actividades programadas, desplazamientos programados, costos en los que incurrió, familiares que involucró, TODO LO QUE PLANEO Y  RESULTARÁ AFECTADO etc.) 

4. En este estado las cosas, y sin consideración alguna por las afectaciones que el repentino cambio produciría en los servidores públicos afectados, el mismo Secretario general del SENA, quien previamente había autorizado los compensatorios, pone en conocimiento de la comunidad de servidores públicos del SENA, una circular expedida por el Departamento Administrativo de la función Pública, la Circular Externa No. 100-104-2016,  en la cual, contrariando arbitrariamente, sin consenso y consideración alguna, lo acordado con el SENA se dice que “Por instrucciones de la Presidencia de la República, me permito informarles que este año, sin excepción, no habrá compensación para descansar la Semana Santa, por lo tanto se laborará normalmente durante los días hábiles correspondientes” 

5. Como puede resultar fácilmente comprensible, en medio de la descoordinación imperante entre dos entidades públicas del Estado colombiano, hemos resultados afectados gran cantidad de servidores públicos del SENA como ocurre en mi caso, en abierta violación del debido proceso administrativo y la confianza legitima depositada en las actuaciones oficiales.

6. Tratando de salvaguardar los derechos vulnerados y de evitar la consumación de perjuicios irremediables derivados  de los hechos en comento,  los afectados con la situación, entre ellos quien suscribe esta solicitud de amparo, a través de la Organización Sindical  SINDESENA, a la cual  nos encontramos afiliados, dirigimos sendos derechos de petición a el SENA y a la Presidencia de la República, como orientadora de as instrucciones contenidas en la Circular Externa No. 100-104-2016, en las cuales se los solicita el respeto por las condiciones en que se compasaron los tiempos para Semana Santa. Hasta el momento no he tenido respuesta de ninguna de esas instituciones. Debo ser enfático en señalar que el hecho de no laborar los días 22 y 23 de marzo de 2016, en las condiciones de compensación previa de tiempos aquí expresadas, de ninguna manera afectará el normal funcionamiento del SENA ni de las funciones particularmente a mi cargo.

7. Así las cosas, las instituciones en mención están vulnerando mi derecho al debido proceso administrativo, en razón a que ninguna de las accionadas contó con nuestra autorización a la hora despojarnos de un derecho que previamente nos había sido concedido,  y a la confianza legitima, en tanto una situación jurídica consolidada por la misma administración inopinadamente es desconocida por ella misma; Ambos derechos son de rango fundamental y constitucional. Con relación a la confianza legítima son muchos y reiterados los pronunciamientos de la Corte Constitucional. Por ejemplo en Sentencia T-308/11, dijo la Corte Constitucional:
“La confianza legítima ha de entenderse como la expectativa cierta de que una situación jurídica o material, abordada de cierta forma en el pasado, no sea tratada de modo extremadamente desigual en otro periodo, salvo que exista una causa constitucionalmente aceptable que legitime su variación. En este sentido, esta Corporación ha sostenido que el administrado no es titular de un derecho adquirido sino que simplemente tiene una mera expectativa en que una determinada situación de hecho o regulación jurídica no serán modificadas intempestivamente, y en consecuencia su situación jurídica puede ser modificada por la Administración.” Como elemento incorporado al de buena fe, la confianza legítima puede proyectarse en el hecho de que se espere la perpetuación de específicas condiciones regulativas de una situación, o la posibilidad de que no se apliquen exigencias más gravosas de las ya requeridas para la realización de un fin, salvo que existan razones constitucionalmente válidas para ello”

Igualmente, en Sentencia T-343/14 la misma corporación expresó:
Conforme a los postulados del principio de buena fe, los procedimientos que adelanten las autoridades públicas deben efectuarse dentro de un parámetro de seriedad que impida que se defraude la confianza de los particulares frente a la administración pública. En este sentido, la Corte Constitucional ha desarrollado el principio de confianza legítima como una expresión del principio de buena fe, en virtud del cual las autoridades públicas están obligadas a respetar las expectativas jurídicas y legítimas creadas a los particulares con sus actuaciones. Esto implica que al crearse expectativas favorables al administrado no puede, el ente público de manera sorpresiva, eliminar esas condiciones afectando palpablemente los derechos de aquél

Igualmente, en Sentencia T-957 de 2011 la misma corporación expresó:

La jurisprudencia constitucional ha señalado, de manera reiterada y uniforme que, en principio, la acción de tutela no es el mecanismo judicial idóneo para resolver las controversias que surgen en el desarrollo de las actuaciones administrativas, toda vez que la competencia en estos asuntos ha sido asignada de manera exclusiva, por el ordenamiento jurídico, a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, juez natural de este tipo de procedimientos, cuya estructura permite un amplio debate probatorio frente a las circunstancias que podrían implicar una actuación de la administración contraria al mandato de legalidad. Sin embargo, excepcionalmente, es posible tramitar conflictos derivados de actuaciones administrativas por vía de la acción de tutela, bien sea porque se acredite la amenaza de un perjuicio irremediable, caso en el cual cabe el amparo transitorio, o porque se establece que los medios de control ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo son ineficaces para la protección del derecho a la luz de las circunstancias de cada caso en particular, evento en el que opera como mecanismo definitivo. La jurisprudencia constitucional también ha señalado que la posibilidad de acudir directamente a la acción de tutela ante la revocatoria unilateral de un acto administrativo de contenido particular y concreto sin la debida observancia del debido proceso, pretende asegurar que el administrado pueda continuar gozando de sus derechos, mientras la autoridad administrativa cumple con el mandato legal de demandar su propio acto ante la jurisdicción competente, pues no resulta constitucionalmente admisible que dicha carga sea trasladada al particular.
 

8. Debe aclararse finalmente que en ningún caso mediante esta acción  está solicitando al juez de tutela la suspensión provisional de las circulares aquí mencionadas, puesto que esto es de competencia estricta de la jurisdicción contencioso administrativa, sino que se decrete su inaplicación de la misma a mi caso concreto Como puede verse, lo que es posible decretar  y así se le solicitará al juez de tutela es una inaplicación temporal en  caso concreto, considerada la particular y específica situación en que me encuentro como solicitante del amparo, así que no recae propiamente sobre la materialidad del acto administrativo, como sí acontece con la figura de la suspensión provisional. No tiene, entonces, el alcance de la misma y, por ende, excepción hecha de la inaplicación que pueda favorecer a la accionante a fin de evitarle un daño irreparable, el acto administrativo como tal permanece incólume mientras no sea suspendido provisionalmente por la Jurisdicción Contencioso Administrativa o anulado por ella

9. Finalmente, se acude a la acción de tutela en este caso concreto por varias razones concretas: a) si bien existe la posibilidad de acudir a la jurisdicción contencioso administrativa,  es evidente que el contexto de los hechos y términos concretamente planteados esta (la contenciosa)  no sería idónea para la tutela efectiva de mis derechos fundamentales en razón a que tan solo restan 20 días para que inicie la época de  Semana Santa; en esos veinte días, la jurisdicción contencioso administrativa no alcanzaría a pronunciarse ni siquiera a cerca de la admisión de una eventual demanda y a) no se está solicitando eliminar los efectos  ERGA OMNES de la resolución  expedida por el DAFP, sino, solamente frente a  mi caso particular, como afectada con la descoordinación de la actividad de dos entes estatales
PETICIONES

1. Se tutelen mis derechos fundamentales debido proceso administrativo y a la confianza legítima

2. Se ordene al Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA; al Departamento Administrativo de la Función Pública, DAFP y a la Presidencia de la Republica, INAPLICAR los efectos de la Circular Externa No. 100-104-2016 expedida por el DAFP y, en consecuencia, permitir el disfrute de los días 22 y 23 de marzo de 2016 a la accionante, conforme a la compensación de tiempos previamente realizada en atención a la Circular No. 2-2016-00020 suscrita por el Secretario General del SENA.
ANEXOS


1. En un folio, copia de la Circular No. 2-2016-00020 suscrita por el Secretario General del SENA

2. En un folio, Circular Externa No. 100-104-2016 expedida por el DAFP

3. En dos folios, copia de la petición dirigida por SINDESENA  al Director General del SENA


4. En tres folios,  copia de la petición dirigida por SINDESENA a la Presidencia de la República.


5. (relacione y Anexe los documentos que demuestren la compensación del tiempo realizada)


6. (relacione y Anexe los documentos que demuestren los compromisos adquiridos para disfrutar en semana santa)
NOTIFICACIONES


1. El suscrito las recibe en la (Dirección de quien instaura la tutela)

2. El Servicio nacional de Aprendizaje SENA en (Dirección del SENA)

3. El Departamento Administrativo de la Función Pública (Dirección del DAFP)
FUNDAMENTOS DE DERECHO

Fundamento la presente acción en 86 de la CN; Decreto 2591 de 1991,
JURAMENTO

Bajo la gravedad del juramento la accionante y su apoderado manifestamos que no hemos instaurado otra acción de tutela sobre los mismos hechos, ni directamente ni a través de otra entidad competente para hacerlo
Cordialmente,   

CUPERTINO GARAY   
C.C. No. 
